
 
ES PROCEDENTE ACUMULAR LOS FALLOS LOGRADOS 
MEDIANTE SENTENCIA ANTICIPADA-REITERACION DE 
JURISPRUDENCIA 
 
 
“Sobre el tema, en providencia del 3 de agosto de 2011 
(radicado 36.563), la Corte explicó: 
 
“Por lo demás, con acierto la Fiscalía y el Tribunal hicieron 
referencia a que los recurrentes no acudieron a los 
mecanismos de ley para intentar, primero, la suspensión de los 
juicios comunes, y, segundo, su acumulación a este trámite y 
es obvio que mientras legalmente el Magistrado de Control de 
Garantías no ordenase la suspensión de esos procesos 
ordinarios, estos debían seguir su curso normal, desde donde 
deriva que los fallos adelantados tienen plena vigencia. 

 
Ello en modo alguno significa desconocimiento de los derechos 
de las víctimas, pues acumulados los asuntos comunes al 
trámite de justicia y paz quedan habilitadas para intervenir 
activamente en el incidente de reparación integral para el 
reconocimiento de los daños y perjuicios causados, en tanto la 
acumulación comporta que los juicios normales entran a formar 
parte, en el estado en que se encontraban cuando fueron 
suspendidos, del procedimiento aquí seguido. 

 
Ahora, puede suceder que dentro de las sentencias anticipadas 
no se hubiesen aclarado las circunstancias de tiempo, modo y 
lugar de ocurrencia de los hechos. En tal supuesto, es carga de 
la Fiscalía, y de los Magistrados de Justicia y Paz, aplicar los 
mecanismos para que, sin desconocer el sentido y 
consecuencias del fallo adelantado, el postulado rinda versión 
sobre tales asuntos, pues ellos inciden directamente sobre la 
verdad y la justicia a que tienen derecho las víctimas, 
exigencias que deben ser satisfechas si se pretende hacerse 
acreedor a la pena alternativa”. 
 
 
DENTRO DEL MARCO DE LA JUSTICIA TRANSICIONAL NO 
EXISTE PLAZO ALGUNO PARA SOLICITAR EL PAGO DE 
LAS INDEMNIZACIONES  POR LOS DAÑOS Y PERJUICIOS 
CAUSADOS A LAS VICTIMAS-REITERACION DE 
JURISPRUDENCIA 
 
 
“En sentencia del 27 de abril de 2011 (radicado 34.547) la Sala 
analizó el tema respecto de la forma en que debe cumplirse 
con la indemnización. Por tanto, para confirmar lo decidido por 
el Tribunal, que no fijó plazo alguno para el cumplimiento de los 
pagos decretados, se remite a lo dicho en ese entonces, en los 
siguientes términos: 
“No obstante que esta Corporación entiende la preocupación 
de las víctimas porque el pago de las indemnizaciones se haga 
en el menor tiempo posible atendidas las razones expuestas 
por el impugnante e igualmente porque la mayoría de ellas 
atraviesa en la actualidad por precarias condiciones de 
subsistencia, no comparte ni la postura asumida por el a quo 
en el sentido de imponer un plazo de seis (6) meses al Fondo 
de Reparación a las Víctimas para que a partir de la ejecutoria 
del fallo efectúe el pago en favor de las víctimas, ni la 
pretensión del recurrente orientada a su reducción. 
La determinación de un lapso para el pago de los perjuicios a 
cargo de quien es hallado responsable de una conducta 
delictiva deriva, en el ámbito penal, de las obligaciones 
impuestas para acceder a subrogados penales tales como los 
de suspensión condicional de la ejecución de la pena y libertad 

condicional, según lo dispone el numeral 3° del art ículo 65 de la 
Ley 599 de 2000, de la siguiente forma1: 
“El reconocimiento de la suspensión condicional de la ejecución 
de la pena y de la libertad condicional comporta las siguientes 
obligaciones para el beneficiario:… 
3. Reparar los daños ocasionados con el delito, a menos que 
se demuestre que está en imposibilidad económica de hacerlo” 
(subrayas fuera de texto).  
Por su parte, la imposición de un término concreto para el pago 
de los perjuicios está prevista en los dos ordenamientos 
procesales actualmente coexistentes (Ley 600 de 2000 y 906 
de 2004).  Así, en el artículo 483 de la primera normatividad 
cuando dispone, para la concesión del subrogado de la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena, que: 

 
“Para conceder la suspensión condicional de la ejecución de la 
pena, se dará cumplimiento a lo dispuesto en el Código Penal y 
se fijará el término dentro del cual el beneficiado debe reparar 
los daños ocasionados con la conducta punible. 

 
Cuando existan bienes secuestrados, decomisados o 
embargados, que garanticen íntegramente la indemnización, no 
se fijará término para la reparación de los daños…” (Subrayas 
fuera de texto). 

 
El mismo imperativo aparece, con similares términos,  en el 
artículo 474 de la Ley 906 de 2004, al señalar, respecto del 
mismo beneficio:  

 
“Artículo 474. Procedencia. Para conceder la suspensión 
condicional de la ejecución de la pena, se dará cumplimiento a 
lo dispuesto en el Código Penal y se fijará el término dentro del 
cual el beneficiado debe reparar los daños ocasionados con el 
delito, salvo que haya bienes secuestrados, decomisados o 
embargados, que garanticen íntegramente la indemnización. 

 
Si se ha impuesto pena accesoria de multa, su pago es 
requisito imprescindible para poder otorgar la condena de 
ejecución condicional, salvo las excepciones de ley” (subrayas 
fuera de texto). 

 
Adicionalmente, en los dos estatutos procedimentales también 
está consagrada la revocatoria de la gracia otorgada cuando 
dentro del término estipulado por el funcionario judicial el 
beneficiado no cumpla con el pago, tanto para la libertad 
condicional (arts. 482 de la Ley 600 de 2000 y 473 de la 906 de 
2004), como para la suspensión condicional de la ejecución de 
la pena (arts. 484 de la Ley 600 de 2000 y 475 de la 906 de 
2004).  

 
Pues bien, en el régimen transicional de justicia y paz el pago 
de las indemnizaciones económicas a las víctimas, una vez 
proferido y ejecutoriado el fallo, no depende de los postulados, 
pues los bienes ofrecidos para tal efecto ingresan a la cuenta 
del Fondo de Reparación a las Víctimas, como lo indica el 
inciso segundo del artículo 44 de la Ley 975 de 2005. 

 
Significa lo anterior, entonces, que la filosofía de este sistema 
difiere del regido por la justicia ordinaria al punto que por 
expresa prohibición contenida en el parágrafo del artículo 29 
ibídem, no son procedentes los “subrogados penales, 
beneficios adicionales o rebajas complementarias a la pena 
alternativa”, ante lo cual carece de fundamento legal la 
imposición de un plazo para el pago. 

 

                                            
1 Cfr. Auto del 3 de abril de 2005. Rad. 17089. 
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Surge sí, con el fallo debidamente ejecutoriado, la obligación 
pura y simple para dicha entidad de entregar, en el menor 
tiempo posible, las indemnizaciones decretadas a las víctimas. 
En esa medida, se revocará parcialmente el numeral séptimo 
de la parte resolutiva de la sentencia impugnada en cuanto 
otorgó un término de seis (6) meses al Fondo de Reparación a 
las Víctimas para el pago de las indemnizaciones”.  
 
 
MOMENTO A PARTIR EN QUE SE DEBE DESCONTAR LA 
PENA ALTERNATIVA A FAVOR DEL POSTULADO-
REITERACION DE JURISPRUDENCIA 
 
“ …en auto del 24 de junio de 2010 (radicado 34.170) se dejó 
en claro que desde el artículo 11-2 del Decreto 3391 del 2006 
surge que si el postulado se encuentra privado de la libertad en 
razón de un proceso adelantado por la justicia común debe 
continuar en esa situación, en tanto que la privación de libertad 
del postulado corre por cuenta del proceso de justicia y paz 
solamente después de que, aplicado el trámite respectivo, el 
Magistrado de Control de Garantías de Justicia y Paz profiera 
medida de aseguramiento en razón del mecanismo de justicia 
transicional. 
 
Posteriormente, en sentencia del 27 de abril de 2011 (radicado 
34.547), la Corte advirtió: 
“El recurrente plantea dos reparos en este punto. El primero 
tiene que ver con la omisión del juzgador de fijar el momento a 
partir del cual ha de entenderse empezó el cumplimiento de la 
sanción, aspecto frente al cual pretende se dé aplicación al 
artículo 31 de la Ley 975 de 2005, declarado inexequible por la 
Corte Constitucional. Y el segundo, permitir al desmovilizado 
descontar tiempo de acuerdo con lo dispuesto en el parágrafo 
del artículo 11 del Decreto 3391 de 2006. 

 
Sobre el primero de dichos temas, se tiene que, ciertamente, el 
artículo 31 en mención fue declarado inexequible por la Corte 
Constitucional, decisión adoptada en la sentencia C-370 de 
2006. La mencionada norma establecía: 

 
“El tiempo que los miembros de grupos armados al margen de 
la ley vinculados a procesos para la reincorporación colectiva a 
la vida civil, hayan permanecido en una zona de concentración 
decretada por el Gobierno Nacional, de conformidad con la Ley 
782 de 2002, se computará como tiempo de ejecución de la 
pena alternativa, sin que pueda exceder de dieciocho (18) 
meses. 

 
El funcionario que el Gobierno Nacional designe, en 
colaboración con las autoridades locales cuando sea el caso, 
será el responsable de certificar el tiempo que hayan 
permanecido en zona de concentración los miembros de los 
grupos armados de que trata la presente ley”. 

 
Consideró la alta Corporación citada que el artículo 31 
quebrantaba el deber que tiene el Estado de imponer y ejecutar 
sanciones efectivas a quienes incurran en violaciones a la ley 
penal, sobre todo en tratándose de grave criminalidad, pues 
quienes permanecen en  las zonas de concentración lo hacen 
en forma voluntaria, sin estar sujetos a la imposición coercitiva 
de la restricción de derechos fundamentales, situación que 
prescinde y desplaza las intervenciones estatales que 
caracterizan el monopolio estatal de la potestad sancionadora. 

 
Si bien la Corte Constitucional no otorgó a la sentencia, como 
lo aduce el recurrente, efectos retroactivos, eso no significa que 
la norma excluida del ordenamiento jurídico pueda aplicarse a 
situaciones ocurridas antes de la declaratoria de 
inexequibilidad. La Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema ha dicho que tal aplicación no resulta procedente 
cuando el texto legal se opone materialmente a la Constitución 
Política. Así lo consideró respecto del artículo 71 de la misma 
Ley 975 de 2005 que indebidamente asimiló delitos comunes 
como el concierto para delinquir, a los delitos políticos2.  

 

                                            
2 Cfr. Auto del 11 de julio de 2007. Rad 26945. 

Estimó la Sala que aun cuando dicha norma había sido 
declarada inexequible por vicios de forma, de todas maneras 
acusaba materialmente una oposición abierta a las normas 
superiores que imponían acudir a la excepción de 
inconstitucionalidad para inaplicarla. 

 
La anterior situación es también predicable en el presente 
caso, si se tiene en cuenta que la propia Corte Constitucional 
excluyó el artículo 31 de la Ley 975 de 2005 del ordenamiento 
jurídico por vulnerarlo en forma material. 

 
En consecuencia, no hay lugar a reconocer a los postulados 
como pena cumplida el tiempo que permanecieron en la zona 
de concentración. 
En cuanto se refiere a la no aplicación del parágrafo del artículo 
11 del Decreto 3391 de 2006, se tiene que esa disposición 
establece: 

 
“PARÁGRAFO . Los miembros desmovilizados del grupo 
armado organizado al margen de la ley, que voluntariamente se 
pongan a disposición de las autoridades en virtud de su 
acogimiento a la ley 975 de 2.005, podrán ser ubicados en los 
establecimientos de reclusión de justicia y paz administrados y 
definidos por el lNPEC y en los previstos por el parágrafo 2 del 
artículo 21 de la Ley 65 de 1.993, mientras se adelantan los 
procesos judiciales pertinentes de que trata la citada ley. El 
tiempo de privación de la libertad cumplido en estos 
establecimientos de reclusión, previo a que el magistrado de 
control de garantías profiera la respectiva medida de 
aseguramiento de conformidad con la ley 975 de 2.005, se 
imputará al cumplimiento de la pena alternativa que 
corresponda”. 

 
Ningún obstáculo encuentra la Corte a la aspiración de 
considerar el tiempo que los desmovilizados permanecieron en 
privación de la libertad en los establecimientos de reclusión de 
justicia y paz, administrados y definidos por el lNPEC, conforme 
lo autoriza la norma antes transcrita. De todas maneras, es 
preciso señalar que el tiempo a reconocer deberá ser definido 
en su momento por la autoridad judicial encargada de vigilar y 
controlar la ejecución de la pena, a la cual le corresponderá 
verificar que el tiempo de descuento pretendido se haya 
cumplido en un establecimiento de reclusión que garantizó la 
efectiva ejecución de la sanción”. 
 
 


